Expediente.  Nº 42.936 “SALADINO ED​GARDO RAFAEL C/ BCO. DE CREDI​TO  ARGENTINO  S.A.  S/ Incid. Causa Civ.  y  Com.  dist.  de Quiebra y Concurso”

Nº de Orden: 226.-
Libro de Sentencias Nº 49

/NIN, a los dieciséis días del mes de Septiembre del año dos mil ocho, reunidos en Acuerdo Ordinario los Se​ñores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Ci​vil y Comercial de Junín Doctores RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, PATRICIO GUSTAVO ROSAS Y JUAN JOSE GUARDIOLA, en causa Nº 42936 caratulada: "SALADINO EDGARDO RAFAEL  C/ BCO. DE CREDITO ARGENTINO S.A. S/ Incid. causa  Civ.  y Com. dist. de Quiebra y Concurso", a fin de dictar sen​tencia,  en  el  siguiente orden de votación, Doctores: Guardiola, Rosas y Castro Durán.-

              La Cámara planteó las siguientes cuestio​nes:
               1a.-  ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

               2a.-  ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, el Sr. Juez Dr. Guardiola dijo:

               I.- En la sentencia dictada a fs.  81/82 se hace lugar al reclamo incidental interpuesto por el 

Sr. Edgardo Rafael Saladino de prescripción de la actio iudicati  y de los honorarios profesionales en relación a  las obligaciones emergentes de los autos principales " Banco de Crédito Argentino c/ Saladino Edgardo s/ Co​bro  Ejecutivo".  Impone las costas al vencido y regula honorarios profesionales. 

               Apeló el actor incidentado (fs.  87), fundando su recurso a fs. 89/91.
               Los agravios consisten en que  la  code​mandada Laura Aloisi no ha interpuesto prescripción al​guna y consintió al igual que Saladino la reinscripción de la medida cautelar dispuesta a fs. 69 de los autos principales. En razón de ello, considera viva la acción y quebrado el instituto de la prescripción. 

               Con la contestación por parte de Saladi​no que corre  a  fs. 92/93, llegan las actuaciones en condiciones de ser resueltas (arts. 246 y 270  del  CP​CC).

               II.- En esa tarea adelanto que el recur​so no puede progresar.

               Sabido es que el plazo  de  prescripción decenal  de  la  actio iudicata comienza a correr desde que notificada la sentencia el  litigante  vencedor  se encuentra  en  condiciones  de  exigir  su cumplimiento (art.  3956  C Civil; Llambias-Mendez Costa Código Civil anotado To. V-C p. 868; Moisset de Espanés Prescripción p. 391)

               Claro está que " La procedencia de una acción  declarativa  de  prescripción presupone -sea en los supuestos de negligencia del  acreedor  para  hacer valer  su  derecho  a la prestación principal, sea para perseguir  la  ejecución  de una sentencia firme que le reconoce aquel derecho- que el silencio o inacción del sujeto  contra  el  que se prescribe haya perdurado más allá  del tiempo designado por la ley (arts. 4017 y cc​dtes. del Código Civil) y que no se haya configurado el supuesto de interrupción previsto en la  primera  parte del art. 3986, con los alcances del  art.  3987, ambos del  citado  Código."(SCBA, Ac 87398 S 5-4-2006) y que "Revisten idoneidad suficiente para interrumpir el cur​so de prescripción de una sentencia firme, ya que tien​den  a la efectiva concreción del crédito reclamado por el acreedor las medidas que ha desarrollado y que  se extienden desde pedidos y trabas de embargos de  bienes muebles e inmuebles, ampliaciones de los mismos, liqui​dación  y actualización de la acreencia, medidas prepa​ratorias de subasta, solicitudes de designación de mar​tillero  a  tal  efecto  y  de remate, etc.., tanto más cuando dichas precautorias tuvieron el carácter de eje​cutivas tratándose de la ejecución de un fallo. Se debe merituar  por demás que basta para interrumpir el acae​cimiento del instituto una  manifestación  de  voluntad suficiente  que desvirtúe la presunción de abandono del derecho por parte del interesado." (CC0100 SN 7673 RSD-54-6 S 20-4-2006 JUBA B857430) 

               Sin embargo en el sublite nada  de  esto ocurrió, ya que el pedido de reinscripción de la medida cautelar  a  la que se aferra defensivamente se produjo ya vencido el plazo prescriptivo (aún cuando se compu​tare la nota de venta de fs. 57 del 24/3/1997),  el  30 de noviembre de 2007 (ver cargo de fs. 68vta autos principales), incluso después de promovido  este  inci​dente. 

               Recordaba  mi  colega  el  Dr.  Rosas en Expte.  Nº 42792 LS 49 nº 143 sent. del 17/6/2008: "Los actos interruptivos de la prescripción deben realizarse antes que la prescripción se  haya  cumplido;  una  vez cumplida habría ya hechos  definitivamente  consumados, que una interrupción posterior no podría  ya  borrar  o modificar. Ante la prescripción ya ganada, la  deuda  a pesar del reconocimiento efectuado, no  ha  perdido  su carácter de obligación  natural  y por lo tanto no es exigible  judicialmente."  (Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Mercedes, sala I; 07/03/1995; LLBA 1995, 433; ídem, Cámara Nacional de Apelaciones  en  lo Civil,  sala  F;  Conde;  Highton de Nolasco; Posse Sa​guier.  Publicado  en: LA  LEY 1999-A, 10 - DJ 1999-1, 941)."

               Si bien la renuncia a la prescripción ya ganada, según interpretación del art. 3965 C Civil, pue​de ser tácita "debe  surgir  inequívocamente  de  actos concretos del poseedor o deudor, que demuestren que re​nuncia a la prescripción porque entendió estar obligado al pago en cuestión...En la prescripción liberatoria se entiende  que existe renuncia t cita cuando se reconoce la deuda y se hacen ofertas de pago  después de estar consumada la prescripción, cuando se hacen  pagos  par​ciales, cuando el deudor solicita al acreedor un  plazo para cancelar la deuda, cuando los  obligados  al  pago apelan los honorarios regulados a los profesionales por considerarlos altos, etcétera. Como toda renuncia, debe ser interpretada restrictivamente. La intención de re​nunciar no se presume (art. 874) " (Areán  en  Código Civil  de  Bueres-Highton to. 6B p.628). Aquí, lejos de haber mediado ese comportamiento inequívoco abismalmen​te diferente al mero silencio ante ese pedido de reins​cripción, existía un reclamo anterior concreto y opues​to que desbarata cualquier interpretación abdicativa.
               Por  último,  en lo referido al silencio de la codemandada Aloisi en el proceso principal - tan​to en relación a esta demanda como respecto a la reins​cripción  de  la  medida  cautelar- ninguna virtualidad tiene para enervar la procedencia de esta acción decla​rativa, ya que si bien se trata de una obligación soli​daria en la cual la interrupción contra uno de los deu​dores  propaga sus efectos y puede oponerse a los otros (art.  3994 C Civil; ver Alterini-Ameal-López Cabana De​recho de Obligaciones nº 1318 p.542/3); ningún hecho de esta naturaleza se cumplió en tiempo oportuno contra la misma que pudiera invalidar la pretensión  de  Saladino (ver Belluscio- Zannoni Código Civil comentado To. 3 p. 352/355),  estando éste plena e individualmente legiti​mado para oponer esta defensa común (art. 715 C Civil).-
               Doy así mi voto POR LA AFIRMATIVA

Los Señores Jueces Dres. Rosas y Castro Durán, aducien​do análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-
A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Guardiola,  di​jo:
               Atento el resultado arribado  al  tratar la cuestión anterior, preceptos legales  citados  y  en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de  la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, Corresponde:

               I- CONFIRMAR la sentencia apelada, recha​zando  el recurso del Banco ejecutante incidentado, con costas  de  Alzada  también a su cargo (art. 68 del CP​CC).

               II- FIJAR, los honorarios de esta Alzada a  los profesionales intervinientes de la siguiente ma​nera: al Dr. JOSE MARIA GARIN en la suma de $150 (PESOS CIENTO CINCUENTA) y al Dr. ORLANDO J. MUÑOZ  SAGGESE en la  suma  de $100 (PESOS CIEN), con m s el 10% que pre​ceptúa  el art. 12 inc. a) de la Ley 6.716.- (Art.31 de la Ley 8.904).-

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces Dres. Rosas y Castro Durán, aducien​do análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-
               Con lo que se dio por finalizado el pre​sente  acuerdo  que  firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA, PATRICIO GUSTAVO ROSAS Y RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, ante mí. DR.  GASTRON MARIO VOLTA (Auxiliar Letrado).- 

//NIN, (Bs.As), 
dieciseis
 de Septiembre de 2.008.-


               AUTOS Y VISTO:


               Por  los  fundamentos  consignados en el �
acuerdo  que  antecede,  preceptos legales citados y en �
cuanto
  
ha sido materia de recurso -art¡culos 168 de la �
Constituci¢n Provincial y 272 del CPCC-, 
SE RESUELVE:


               I-
CONFIRMAR 
la sentencia apelada, recha​�
zando el recurso del Banco ejecutante incidentado,  con �
costas de Alzada tambi‚n a su cargo (art.  68  del  CP​�
CC).

               II- FIJAR, los honorarios de esta Alzada �
a  los profesionales intervinientes de la siguiente ma​�
nera: al Dr. 
JOSE MARIA GARIN
 en la suma de $150 (PESOS �
CIENTO CINCUENTA) y al Dr. 
ORLANDO J.MU¥OZ  SAGGESE  
en �
la  suma  de $100 (PESOS CIEN), con m s el 10% que pre​�
cept£a  el art. 12 inc. a) de la Ley 6.716.- (Art.31 de �
la Ley 8.904).

               Reg¡strese, notif¡quese y  oportunamente �
rem¡tanse al Juzgado de origen.-

